RECURSO DE SUPLICA – Procedencia, oportunidad y trámite / RECURSO DE SUPLICA – Vacío normativo para los eventos en que la decisión recurrida se adopta en el curso de una audiencia / RECURSO DE SUPLICA - Cuando la decisión suplicada se profiera en audiencia el recurso deberá presentarse y sustentarse en el transcurso de la misma
El artículo 246 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo regula el recurso de súplica en cuanto a su procedencia, oportunidad y trámite (…) En tales condiciones, cuando la decisión suplicada se profiera en audiencia el recurso deberá presentarse y sustentarse en el transcurso de la misma (…) Precisado lo anterior, se tiene que en este caso la decisión recurrida fue adoptada en audiencia y el recurso de súplica a resolver fue presentado en el curso de la misma, por lo que el mismo resulta oportuno de conformidad con lo establecido en el artículo 244 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo aplicable al caso de providencias dictadas en audiencia ante el vacío normativo del artículo 246 de la misma codificación. NOTA DE RELATORIA: Respecto a la presentación del Recurso de Súplica en audiencia consultar: Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta. Providencia de marzo diecisiete (17) de dos mil dieciséis (2016). Exp. 2015-00029. M.P. Dr. Alberto Yepes Barreiro.
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DEL 2011 – ARTICULO 244 / LEY 1437 DEL 2011 – ARTICULO 246 
PRUEBA EN EL PROCESO ELECTORAL – Los requisitos para la admisión de las pruebas son extrínsecos e intrínsecos 

La Sala se permite precisar que el artículo 168 del Código General del Proceso - aplicable al caso por remisión expresa del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo- es enfático en prescribir que el juez debe rechazar “las pruebas ilícitas, las notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles” (…) la doctrina ha clasificado los requisitos para la admisión de las pruebas en extrínsecos (generales para cualquier medio de prueba) e intrínsecos (según el medio de prueba de que se trate). Los requisitos extrínsecos están contemplados en el artículo 168 del Código General del Proceso y se refieren a: pertinencia. Alude a que el juez debe verificar si los hechos resultan relevantes para el proceso; Conducencia, se refiere a que el medio de prueba debe ser el idóneo para demostrar determinado hecho; oportunidad, el juez no podrá tener en cuenta las pruebas solicitadas y aportadas por fuera de las oportunidades legales; utilidad, indica que no se pueden decretar las pruebas manifiestamente superfluas, es decir, las que no tienen razón de ser, porque ya están probados los hechos o porque el hecho está exento de prueba y licitud, Para valorar una prueba, ésta no debe contravenir derechos fundamentales constitucionales, de lo contrario será nula de pleno derecho.

PRUEBA EN EL PROCESO ELECTORAL – Si el objeto de un testimonio se cumple con la prueba documental decretada procede su rechazo 

Según se tiene, la parte demandada solicitó el testimonio -cuyo decretó se negó a través de la decisión recurrida- con el fin de que se le interrogara sobre las especificidades de la ejecución del contrato 775 de 2014. Además, según expuso en la sustentación del recurso bajo estudio las referidas especificidades no cuentan con un soporte documental (…) las entidades deben conservar los originales de los contratos estatales de los cuales se entiende forman parte los estudios previos, la oferta, los documentos precontractuales, las actas de ejecución y en general la documental que la entidad considere relevante (…) En tales condiciones, y en atención a que las causales de inhabilidad alegadas como fundamento de la demanda se relacionan directamente con el lugar de celebración y ejecución del contrato , en criterio de la Sala la documental requerida al Ministerio de Educación, en principio, resulta suficiente para establecer la configuración o no de las mismas. Con todo, en el hipotético caso de que la documental remitida por el ministerio en mención resulte incompleta, se le podrá requerir para que la complete. Visto así el asunto, como el objeto del testimonio solicitado por la parte demandada se cumple con el decreto de la prueba documental antes referenciada, se considera ajustada a derecho y a los principios probatorios la decisión suplicada y por tanto, habrá de confirmarse.
FUENTE FORMAL: CODIGO GENERAL DEL PROCESO – ARTICULO 168 / LEY 80 DE 1993 – ARTICULO 39 
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION QUINTA

Consejero ponente: CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Bogotá, D.C., ocho (8) de junio de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 11001-03-28-000-2016-00001-00(S)
Actor: JOHN ALEXANDER RAMIREZ VEGA Y OTROS 
Demandado: GOBERNADOR DEL DEPARTAMENTO DE BOYACA 

NULIDAD ELECTORAL – RECURSO DE SUPLICA 

Procede la Sala a resolver el recurso de súplica presentado por la señora apoderada de la parte demandada, contra la decisión adoptada por la magistrada Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez dentro de la audiencia inicial que tuvo lugar el día veinticinco (25) de mayo de dos mil dieciséis (2016) dentro del proceso de la referencia en el cual se debate la legalidad de la elección del señor Carlos Andrés Amaya Rodríguez como gobernador del departamento de Boyacá para el período 2016 – 2019.

De manera concreta la decisión controvertida es la de negar el decreto de la prueba testimonial solicitada por la parte demandada respecto del señor Luis Enrique García de Brigard. 

Lo anterior con base en los siguientes

I. ANTECEDENTES

Los señores John Alexander Ramírez Vega, Hildebrando Angel Bohórquez Cárdenas actuando en nombre propio y en ejercicio del medio de control de nulidad electoral consagrado en el artículo 139 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, demandaron la legalidad de la elección del señor Carlos Andrés Amaya Rodríguez como gobernador del departamento de Boyacá para el período 2016 – 2019.

Los actores presentaron de manera separada sus demandas las cuales fueron radicadas con los números 11001-03-28-000-2016-00001-00, 11001-03-28-000-2016-00002-00 y 11001-03-28-000-2016-00006-00, respectivamente, sin embargo, mediante providencia de abril veintiocho (28) de dos mil dieciséis (2016) las tres demandas fueron acumuladas en el primero de los expedientes
. 

1. Decisión suplicada

La Dra. Lucy Jeannette Bermúdez Bermúdez, en su calidad de consejera ponente dentro del expediente acumulado de la referencia, en el curso de la audiencia inicial que tuvo lugar el día veinticinco (25) de mayo de dos mil dieciséis (2016), negó el decreto de la prueba testimonial solicitada por la señora apoderada de la parte demandada respecto del señor Luis Enrique García de Brigard quien fungió como viceministro de Educación Preescolar, Básica y Media y ejerció la supervisión del contrato 775 de octubre veinticuatro (24) de dos mil catorce (2014).

Como fundamento de dicha decisión, expresó, en resumen, lo siguiente: 

Señaló que por solicitud de varios sujetos procesales ya se había ordenado oficiar al Ministerio de Educación con el fin de que remita toda la documentación, memoria histórica escrita del referido contrato o carpeta maestra que contenga toda la información del mismo y su ejecución por lo que ya no se hace necesario recibir el testimonio en cuestión
. 

2. El recurso de súplica 

Inconforme con dicha decisión la señora apoderada de la parte demandada, interpuso el respectivo recurso de súplica. 

Como fundamento del mismo, expresó en resumen lo siguiente: 

Sostuvo que basaba su recurso en el numeral 10 del artículo 180 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en tanto sujeta el decreto de las pruebas a la necesidad de demostración de los hechos en cuento exista disconformidad.

Precisó que uno de los hechos en que se fundamenta la demanda se relaciona con la acusación según la cual el demandado ejecutó el contrato de prestación de servicios número 775 de 2014 en el departamento de Boyacá, en todo caso perfeccionado antes del año inhabilitante, dentro del departamento de Boyacá. 

Expuso que lo pretendido con el testimonio del “interventor” del contrato es que algunas especificidades de su ejecución, no de su perfeccionamiento ni del acto de terminación ni de lo que sucedió en relación con el mismo y de lo que consta por escrito puedan ser narradas por ese testigo. 

Agregó que en la ejecución de un contrato de prestación de servicios hay muchas actuaciones de las cuales no aparece constancia escrita lo cual es propio de la relación negocial de ese tipo en la que es posible que muchas de las actuaciones que se realicen por el contratista no tengan un respaldo documental.

Aseveró que la declaración solicitada es muy importante por cuanto la persona llamada a declarar fue el supervisor del contrato y puede dar cuenta fiel de todo lo que realizó el demandado con ocasión de la ejecución del mismo, que es precisamente el fundamento de hecho estructural de la demanda que se está presentando, con independencia del hecho relacionado de que el perfeccionamiento de ese contrato se dio antes del período inhabilitante.

Afirmó que es importante que se pueda demostrar con suficiencia que aún si en gracia de discusión se aceptara la tesis expuesta por los demandantes, la ejecución jamás se dio en el departamento de Boyacá
. 

3. Traslado a la Contraparte 

Surtido el traslado de los argumentos de la recurrente a las demás partes, éstas se pronunciaron en los siguientes términos: 

3.1 Parte demandante 

El actor John Alexander Ramírez Vega manifestó su oposición al recurso de súplica presentado por la parte demandada.

Manifestó si bien es cierto la solicitud es interesante, se debe tener en cuenta que la prueba documental es suficiente para demostrar los hechos que la defensa quiere probar.

Explicó que más allá de los términos del cumplimiento del contrato, el cumplimiento en sí mismo no tiene mayor relevancia para el proceso de la referencia
.

Los demás asistentes a la diligencia señalaron no tener nada que agregar. 

4. Intervención del Ministerio Público

El procurador séptimo delegado en su condición de agente del Ministerio Público no elevó manifestación alguna frente al recurso bajo estudio. 

Luego del análisis de los fundamentos expuestos por la consejera ponente dentro de este asunto como fundamento de su decisión y de los expresados por la recurrente y demás partes dentro del proceso sobre la necesidad del decreto de la prueba denegada procede la Sala a resolver el recurso de súplica formulado, previas las siguientes 

II. CONSIDERACIONES

1. Competencia

La Sala es competente para resolver el recurso de súplica de conformidad con lo dispuesto en el artículo 246 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, según el cual éste “procede contra los autos que por su naturaleza serían apelables, dictados por el magistrado ponente en el curso de la segunda o única instancia…”.
En este caso la providencia recurrida denegó el decreto de una prueba testimonial, decisión ésta que de conformidad con las normas procesales es susceptible del recurso de apelación.

Por lo tanto, como la referida decisión fue proferida en el curso del proceso de la referencia el cual se surte en única instancia, es claro que contra la misma procede el recurso de súplica, el cual debe ser resuelto por los miembros restantes de la Sala a la que pertenece la consejera ponente.

Lo anterior, sin perjuicio de que esta Sala considera que los actos que se demandan son actos de trámite con las consecuencias que ello conlleva. 

2. Oportunidad 

El artículo 246 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo regula el recurso de súplica en cuanto a su procedencia, oportunidad y trámite. 

De manera concreta, frente a estos dos aspectos establece: 

“…Este recurso deberá interponerse dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación del auto, en escrito dirigido a la Sala de que forma parte el ponente, con expresión de las razones en que se funda.

El escrito se agregará al expediente y se mantendrá en la Secretaría por dos (2) días a disposición de la parte contraria; vencido el traslado, el Secretario pasará el expediente al Despacho del Magistrado que sigue en turno al que dictó la providencia, quien será el ponente para resolverlo ante la Sala, sección o subsección. Contra lo decidido no procederá recurso alguno.”

Sin embargo, no consagra la norma ninguna regla para los eventos en que la decisión recurrida se adopta en el curso de una audiencia, por lo que ante tal vacío se ha considerado viable aplicar por analogía las normas del artículo 244 de esa misma codificación que frente a estas providencias establece: 

“La interposición y decisión del recurso de apelación contra autos se sujetará a las siguientes reglas:

1. Si el auto se profiere en audiencia, la apelación deberá interponerse y sustentarse oralmente en el transcurso de la misma. De inmediato el juez dará traslado del recurso a los demás sujetos procesales con el fin de que se pronuncien y a continuación procederá a resolver si lo concede o lo niega, de todo lo cual quedará constancia en el acta…”

En tales condiciones, cuando la decisión suplicada se profiera en audiencia el recurso deberá presentarse y sustentarse en el transcurso de la misma.

Esta postura fue adoptada por esta Sala de Decisión en pronunciamiento reciente de marzo dieciséis (16) de dos mil dieciséis (2016)
 en el cual se precisó: 

“En consecuencia, el recurso de súplica que se formule contra un auto proferido en audiencia pública y notificado por estrados, deberá interponerse, sustentarse y trasladarse en la misma audiencia, conforme a la subregla que se crea en esta providencia, como acertadamente lo hizo el Consejero Sustanciador. Agotado el trámite anterior, la Secretaria remitirá el expediente al Despacho del Magistrado que sigue en turno al que dictó la providencia con el fin de que elabore la ponencia que habrá de ser resuelta por la respectiva Sala”.
Precisado lo anterior, se tiene que en este caso la decisión recurrida fue adoptada en audiencia y el recurso de súplica a resolver fue presentado en el curso de la misma, por lo que el mismo resulta oportuno de conformidad con lo establecido en el artículo 244 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo aplicable al caso de providencias dictadas en audiencia ante el vacío normativo del artículo 246 de la misma codificación. 

3. Problema jurídico

Según se tiene, el asunto bajo estudio se contrae a determinar si la prueba testimonial solicitada por la parte demandada, concretamente, la referida al testimonio del señor Luis Enrique García de Birgard en su calidad de supervisor del contrato 775 de octubre veinticuatro (24) de dos mil catorce (2014), con el fin de que deponga sobre las especificidades del contrato del cual deviene presuntamente la inhabilidad que sustenta la demanda, debe ser decretada o no dentro de este asunto. 

4. Caso concreto

En el presente caso, se debate la legalidad de la elección del señor Carlos Andrés Amaya Rodríguez como gobernador del departamento de Boyacá para el período 2016 – 2019.

En síntesis, los actores consideran que la referida elección se encuentra viciada de nulidad por haberse incurrido en irregularidades en la inscripción del señor Amaya Rodríguez como candidato y por encontrarse incurso en las causales de inhabilidad consagradas en los numerales 3 y 4 del artículo 30 de la Ley 617 de 2000.

Con base en lo anterior, dentro de la audiencia inicial celebrada dentro de este asunto se estableció que el objeto del litigio consiste en determinar si la elección del gobernador del departamento de Boyacá para el período 2016 – 2019 es nula por concurrir en el elegido las causales de inhabilidad señaladas en las precitadas normas y porque el otorgamiento del aval y su inscripción como candidato transgredieron las disposiciones en que debían fundarse. 

Ahora bien, en lo que tiene que ver con la decisión objeto de súplica se estableció que la prueba no se decretaba por cuanto ya se había oficiado al Ministerio de Educación con el fin de que aportara al expediente toda la memoria documental del contrato número 775 de 2014 del cual la parte actora hace derivar la inhabilidad que sustenta su demanda. 

Dicha decisión fue recurrida por la señora apoderada de la parte demandada bajo el argumento de que el testimonio del señor García de Brigard resulta determinante para demostrar que el demandado no ejerció sus funciones contractuales derivadas del precitado contrato 775 en el departamento de Boyacá.

Precisó que sobre ese aspecto puede que no exista constancia documental por lo que la prueba resulta indispensable para demostrar –independientemente de los demás argumentos de la defensa- que la inhabilidad alegada en la demanda no se configuró.

Como primera medida, la Sala se permite precisar que el artículo 168 del Código General del Proceso - aplicable al caso por remisión expresa del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo- es enfático en prescribir que el juez debe rechazar “las pruebas ilícitas, las notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles”.

De igual forma, el artículo 164 del mismo estatuto señala que toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso, siempre que se relacionen con los supuestos fácticos objeto de controversia. 

Sobre el punto, se debe tener en cuenta que “…la importancia de la prueba está en relación directa con el principio de necesidad. Se requiere ineludiblemente la prueba para demostrar los hechos que han de servir de sustento a la aplicación del derecho y el juez no está llamado a subsanar la falta de pruebas con el mero conocimiento privado o personal
”.

En términos de la Corte Constitucional, “…las pruebas judiciales son los medios señalados por el legislador para crear en el juzgador la certeza o el convencimiento sobre la verdad de los hechos que son materia de los procesos respectivos, con el fin de que el mismo aplique el ordenamiento positivo a los casos concretos
”.
Visto así el asunto, es claro que para que una prueba pueda ser decretada ésta debe tener conexidad con los hechos objeto de controversia dentro del proceso. 

Ahora bien, la doctrina ha clasificado los requisitos para la admisión de las pruebas en extrínsecos (generales para cualquier medio de prueba) e intrínsecos (según el medio de prueba de que se trate). 

Los requisitos extrínsecos están contemplados en el artículo 168 del Código General del Proceso y se refieren a:

1. Pertinencia. Alude a que el juez debe verificar si los hechos resultan relevantes para el proceso.

2. Conducencia. Se refiere a que el medio de prueba debe ser el idóneo para demostrar determinado hecho.

3. Oportunidad. El juez no podrá tener en cuenta las pruebas solicitadas y aportadas por fuera de las oportunidades legales.

4. Utilidad. Indica que no se pueden decretar las pruebas manifiestamente superfluas, es decir, las que no tienen razón de ser, porque ya están probados los hechos o porque el hecho está exento de prueba.

5. Licitud. Para valorar una prueba, ésta no debe contravenir derechos fundamentales constitucionales, de lo contrario será nula de pleno derecho.

Teniendo en cuenta tales criterios, en el sub exámine se resolverá el recurso formulado. 

Según se tiene, la parte demandada solicitó el testimonio -cuyo decretó se negó a través de la decisión recurrida- con el fin de que se le interrogara sobre las especificidades de la ejecución del contrato 775 de 2014
.

Además, según expuso en la sustentación del recurso bajo estudio las referidas especificidades no cuentan con un soporte documental.

Al respecto, resulta del caso precisar que tal y como lo establecieron la ponente y el actor en el curso de la audiencia inicial celebrada dentro de este asunto, en principio, toda la documental referida con un contrato estatal debe reposar en los archivos de la entidad contratante, por lo que la prueba decretada con el fin de que el Ministerio de Educación aporte al expediente la “carpeta maestra” y toda la memoria histórica del contrato en cuestión bastaría para demostrar la configuración o no de las inhabilidades invocadas en la demanda. 

Frente al punto, el artículo 39 de la ley 80 de 1993 señala: 

“Los contratos que celebren las entidades estatales constarán por escrito y no requerirán ser elevados a escritura pública, con excepción de aquellos que impliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y servidumbres sobre bienes inmuebles y, en general, aquellos que conforme a las normas legales vigentes deban cumplir con dicha formalidad.

Las entidades estatales establecerán las medidas que demande la preservación, inmutabilidad y seguridad de los originales de los contratos estatales.”

Por lo tanto es claro que las entidades deben conservar los originales de los contratos estatales de los cuales se entiende forman parte los estudios previos, la oferta, los documentos precontractuales, las actas de ejecución y en general la documental que la entidad considere relevante. 

Adicionalmente a lo expuesto, observa la Sala que pese a que la referida documental no ha sido aportada en su totalidad, en el expediente ya obra copia informal del precitado contrato dentro del cual se establece como objeto la “prestación de servicios profesionales para asesorar al Viceministerio de Educación Preescolar Básica y Media en la definición de líneas estratégicas en el marco del Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 para el programa Colombia Libre de Analfabetismo” en la que se estableció el lugar de desarrollo del contrato
, por lo que puede afirmarse que contrario a lo establecido por la recurrente sí existe soporte documental que permite establecer el lugar donde aquel se ejecutó. 

En tales condiciones, y en atención a que las causales de inhabilidad alegadas como fundamento de la demanda se relacionan directamente con el lugar de celebración y ejecución del contrato
, en criterio de la Sala la documental requerida al Ministerio de Educación, en principio, resulta suficiente para establecer la configuración o no de las mismas. 

Con todo, en el hipotético caso de que la documental remitida por el ministerio en mención resulte incompleta, se le podrá requerir para que la complete. 

Visto así el asunto, como el objeto del testimonio solicitado por la parte demandada se cumple con el decreto de la prueba documental antes referenciada, se considera ajustada a derecho y a los principios probatorios la decisión suplicada y por tanto, habrá de confirmarse. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, 

RESUELVE

PRIMERO: Confírmase la decisión suplicada adoptada en la audiencia inicial celebrada dentro de este asunto el día veinticinco (25) de mayo de dos mil dieciséis (2016), en los términos expuestos en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO: En firme esta providencia, vuelva el expediente al Despacho de la consejera ponente para lo pertinente.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

ROCIO ARAUJO OÑATE

Consejera de Estado

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero de Estado

ALBERTO YEPES BARREIRO

Consejero de Estado
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� Ley 617 de 2000. Artículo 30. “No podrá ser inscrito como candidato, elegido o designado como Gobernador:





(…)





3. Quien dentro de los doce (12) meses anteriores a la fecha de la elección haya ejercido como empleado público, jurisdicción o autoridad política, civil, administrativa o militar, en el respectivo departamento, o quien como empleado público del orden nacional, departamental o municipal, haya intervenido como ordenador de gasto en la ejecución de recursos de inversión o celebración de contratos, que deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento.





4. Quien dentro del año anterior a la elección haya intervenido en la gestión de negocios ante entidades públicas del nivel departamental o en la celebración de contratos con entidades públicas de cualquier nivel en interés propio o de terceros, siempre que los contratos deban ejecutarse o cumplirse en el respectivo departamento. Así mismo, quien dentro del año anterior haya sido representante legal de entidades que administren tributos, tasas o contribuciones, o de las entidades que presten servicios públicos domiciliarios o de seguridad social de salud en el régimen subsidiado en el respectivo departamento…” (Se resalta). 








